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Introducción

En nuestro anterior trabajo' expusimos

la jurisprudencia de la Corte Suprema

de Justicia de la Nación a partir de «Fil-

crosa»? orientadaa invalidar los orde-
namientoslocales que se apartaran del

Código Civil al reglamentarla prescrip-

ción liberatoria en materiatributaria, lo
que se conoce comolalínea jus priva-

tista o de predominio de la cláusula de

los códigos (art. 75 inc. 12 CN).

Frente a este horizonte, recordábamos

quese halla la tesis publicista, sus-

tentando queal conservarlas provin-

cias la potestad tributaria, no quedan

limitadas a establecerlas contribucio-
nes, sino también, por ejemplo, a po-

der normarla cuestión más allá de lo
dispuestos porla legislación de fondo,

toda vez que ésta sólo se aplica pa-

ra las obligacionesentre particulares,

mientras quela relacióntributaria se

da en el ámbito del derecho público,

que por esencia es de carácter local

(arts. 5, 121 y conc. CN).

Eneldevenirde estosconflictos, aso-

ma el ccyc trayendo normas comolas

contenidas en los arts. 2532 y 2560,
con unvisible propósito de reconocer

el ejercicio de los poderesdelas legis-

laturas provinciales en el asunto; es

decir, un nuevo paradigmao prototi-

po. Sin perjuicio de lo enunciado, pen-

samos que restan algunostópicos a

considerar, sobre lo que pretendemos

hacer un aporte ante los eventuales

planteos que puedansurgir.

Panoramaanterior a la reforma

Regresando a «Filcrosa» -2003- ve-

mos quela CSJN por mayoría inauguró

una familia de fallos que cristalizaron

el postulado dela primacía del Dere-

cho Privado en función delos arts. 31
y 75, inc. 12 CN, doctrina que signifi-

có unaseria limitación de las autono-
míaslocales.

En aquelcaso,no fue un hecho con-

trovertido que dentro del régimen de

competencias asignado por la Cons-

titución Nacional, era una facultad no
delegadaporlas Provincias al Gobier-
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no Nacionalla de establecerlos tri-
butos, sino quela cuestión litigiosa,

consistió en dilucidar si esa facultad
incluía la defijar los plazos de pres-

cripción de los aludidos tributos o, en

cambio, ésta última correspondea la

Nación en razónde lo dispuesto por el

art. 75 inc. 12 cn. Ahí, se sostuvo que la

prescripción no es una estructura de

derecho públicolocal, sino un institu-

to generaldel derecho,lo quejustifica

que ellegislador nacional en función

de lo dispuesto por la normativa cons-

titucionalfije el régimen de prescrip-

ción de la generalidad de las acciones

susceptibles de extinguirse por esta

vía. Así, se garantiza un régimen único

de extinción de obligacionesque evite

la atomización de pautas rectoras. En

consecuencia, declaró que los fiscos

locales no puedenestablecer lapsos

distintos a los contemplados en el Có-

digo Civil. Además, respondió que el

principio según el cual el órgano ha-

bilitado a generar una obligación de-

be entenderse facultado para regular

lo atinente a sus efectos y eventuales

defensas del deudor para proteger su

patrimonio, debe ser interpretado a la
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luz de las normasquedistribuyen ta-

les competencias en la Constitución,

de las que traduce que, conel fin de

asegurar una ley común para todo el

pueblo dela Nación, que fuera apta pa-

ra promoverlas relaciones entre sus

integrantesy la unidad de la República

aun dentro de un régimenfederal, las

provincias resignaron en favor de las

autoridades nacionales su posibilidad

de legislar de mododiferentelo ati-

nente al régimen generalde las obli-

gaciones, una de cuyasfacetases la

involucradaenla especie.

Posteriormente,resolvió la causa «Ca-
sa Casmma srL»* -2009- donderatifi-
ca el mencionado precedente. No obs-

tante, queremosdetenernosenel vo-

to de la Dra. Argibay (que no integra-
ba la Corte al dictarse aquél) «...la lí-
nea de decisiones que viene siguiendo

el Tribunal a partir del caso «Filcrosa»

no ha merecido respuesta alguna del

Congreso Nacional, en el que están re-

presentadoslos estados provinciales

y cuenta conla posibilidad de introdu-

cir precisionesen los textos legislati-

vospara derribarasílas interpretacio-

nesjudiciales de las leyes,si de algu-

na manerase hubiera otorgado a és-

tas unsignificado erróneo». Asimismo,

señalaba que «Tal circunstancia con-

fiere plausibilidad a la interpretación

de la legislación nacionalquesirvió de

fundamentoa la decisión adoptada en

dicho precedente, pesea lasdificulta-

des que encuentropara extraer del Có-

digo Civil, a partir de la argumentación

utilizada enelfallo, el claro propósi-

to legislativo de limitar el ejercicio de

los poderes provinciales en el ámbito

de sus materias reservadas.» A ello,
agrega «que en la causa nose ha pro-

movido seriamentela inconstituciona-

lidad delos artículos del CódigoCivil ni

se haarticulado unacrítica orientada a
revisar esa interpretación que, mien-

tras siga en pie, cuenta conla autori-

dad para gobernarla solución de casos

similares o análogos a aquéllos en los

que ha operado como ratio decidendi».

Luego, siguieron las sentencias: 1)

«Ullate, Alicia Inés» -2011- en el cual

el puntoen litigio se circunscribió en

dirimir si el Código de la Provincia de

Córdoba podía disponer un momen-

to distinto para el inicio del cómputo

delplazo de prescripción que el pre-

visto por el legislador nacional en el

art. 3956 del cc sustentando que «...

comienzaa correr desdela fecha del
título de la obligación». El voto mayo-

ritario resuelve revocarelfallo del Su-
perior Tribunal de Justicia de la citada

provincia, sobre la base de que silas

Provincias no tienen competencia en

materia de prescripción para apartar-

se de los plazos estipulados por el Con-

greso Nacional, tampocolastienen pa-

ra modificar la forma en que éste asig-

na su cómputo.2) En la mismafecha,
resuelve «Provincia de Chaco c/Rivero,
Rodolfo Aníbal s/apremio»invalidando
lo decidido por el Superior Tribunal de

Justicia provincial, quien había consi-

derandoconstitucional la norma local
que disponía la suspensión por 3 años

del cursodel plazo de prescripción de

las accionesfiscales -para la determi-

nación y cobrode los tributos- desde

la fecha en que se notifiqueel inicio de

las actuaciones administrativas o la in-
timación de pago delos declarados o

determinadospor elFisco. Para sen-

tenciar de esta forma, manifestó que



no constituye derivación razonada del

derecho vigente concluir que,ante la

existencia de una colisión entre las
normas de derecho común —comolo

son las del Código Civil- y las de dere-

cho público provincial -en este caso,

las establecidas enel código tributa-

rio- deban prevalecerlas últimas. Se

percibe de este precedente que la no-

tificación delinicio de las actuaciones
ola intimación de pagode los declara-

dos o determinadosporla administra-

ción local constituyen el emplazamien-

to fehaciente delart. 3986 del cc, y que

por tanto su efecto es la suspensión

por «un año», otorgando nuevamen-

te primacíaa la legislación de fondo.

3) Finalmente, en «Dirección General
de Rentas c/Pickelados Mendoza S.A.

s/apremio» -2014- hace caerelfallo

apelado, argumentando quelos fiscos

locales carecen de atribuciones pa-

ra fijar causales de interrupción de la

prescripciónde las obligacionesfisca-

les no contempladasporel legislador

nacionalen el Código Civil (por ejemplo,
caen las normaslocales que admiten

la renuncia a una prescripción en cur-

so, vale decir, no ganada).

En este repaso, no queremos olvi-

dar otra posición jurisprudencial. Un

mesdespuésde «Filcrosa»el Tribu-

nal Superior de CABA,en «Soc. Italia-

na de Beneficencia en BuenosAires»,
desarrolla una réplica crítica. Razona

que el art. 75 inc. 12 cn también di-

ce que «...sin que tales códigosalte-

ren las jurisdicciones locales», por lo

que interpreta quela jurisdicción tri-

butaria local no se encuentra delega-

da. Aunque nada obsta,quesi la pro-

vincia no regula la materia, se aplique

supletoriamenteel CódigoCivil, pues

ello constituye una lógica práctica ju-

rídica destinada a dar solución a pro-

blemas. Adiciona que, si se acepta la

postura de la csJn, entonces debería

entenderseen paralelo que enel país

sólo debe existir un régimen de pres-

cripción penaly susplazos.Ello impe-

diría que, como sucedeenla realidad,

los plazos de prescripción de los debe-

res emergentesde un códigodefaltas,

o del Derecho Administrativo sancio-
natorio puedan ser reguladosporlas

leyes locales por el mismo argumento

de la inconstitucionalidad aquí exami-

nado, ejemplo que basta para advertir
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comoelcriterio de la Corte Suprema

avanza peligrosamente por sobre las

autonomíasprovinciales, en un sentido

centralizador, impropio de nuestro or-

den jurídico básico —régimen federal-

(voto del Dr. Maier). El Dr. Casás, mar-
ca comopuntodeinflexión el voto en

minoría del Dr. Orgaz en «Atilio César

Liberti s/ sucesión» -10/8/56- dando
inicio a la tesis «iuspublicista-autono-

mista», que luego se afianzará como

doctrina unánime en «Lorenzo Larral-

de y otros» -02/03/59-: «la delega-

ción que han hecholas Provincias en

la Nación para dictar los códigos de

fondo,sólo significa que aquellas, en

lo que respecta a los Códigos Civil y

de Comercio, han querido un régimen

uniforme en materia de derechopri-

vado; y es seguramente excesivo in-

terpretar que, además,han tenido la

voluntad de limitar también las facul-
tades de Derecho público de que no se

desprendieron en beneficio de la Na-

ción». Continúa razonando quela au-

tonomía dogmática del Derecho Tribu-

tario es predicable respecto de tal ra-

majurídica tanto en el orden federal

comolocal y que la «sumisión escla-
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vizante» del derechotributario local
al Derecho Privado, podría conducir a

consecuencias impensadas;afectando

el principio de igualdad esencial entre

la Nacióny las Provincias,atributo ¡ure

imperii. Se quebraría la actual unidad

y uniformidad de legislación a tenor

de las disposiciones análogas conte-

nidas enla ley 11683. En materia tri-

butaria, la regulación de la prescrip-

ción no puedeescindirse del sistema

de recaudación, dadoeltipo de obliga-

ciones de quesetrata, directamente

implicadasen el sostenimiento básico

del Estado, sus funciones y deberes.

Los estados locales son los que de-

ben decidir en qué plazos y bajo qué

circunstancias prescribe un debertri-

butario, lo que contribuye a establecer

unapolítica previsible y efectivamente

autónoma,pues si estos plazos son or-

denadoso modificados porel legisla-

dorfederal, el sistema de recaudación

tributaria deja de ser local al quedar

sujeto a la decisión de un poderajeno.

Las provincias puedenestablecer pla-

zos de prescripción que se sujeten a

pautas objetivas de razonabilidad, que

noseanarbitrarios y que no constitu-

yan una vía indirecta de afectación de

los derechosdelos habitantes. No ca-

rece de razonabilidad quela legisla-

ción local otorguedistinto tratamiento

al contribuyente inscripto de quien no

lo está, tal comolo hacela ley 11683,

puesla situación de uno y otro no pue-

den considerarse equiparadas en tér-

minosdeigualdad.

También nuestra Corte de Justicia
provincial, un mesantes de Filcrosa

-6/8/2003- en «Comuna de Recreo c/
Santirocco», explicó que en materia de

prescripción detributos las provincias

conservanla plenitud de sus faculta-

des legisferantes, por estar implícito

en su capacidad de crearlos. Además,

que no eslegítimo deducir de que por-

que suscribieron la cláusula de los có-

digos, también aceptaronlimitaciones

a su potestad tributaria, en razón de

queel derecho público está situado en

otro plano. En todo casola inconsti-

tucionalidad radicaría en la respues-

ta inversa, o sea, desconocer aquellas

potestades que,a la hora de dictarse

la Carta Magna, fueron reservadas pa-

ra las provincias.

Sin embargo, despuésel Superior Tri-

bunal terminó aceptandola jurispru-

dencia de la csn enelfallo «Marini,
Osvaldo Oscar» -2013- como también
ocurrió con otras Corteso tribunales,
porejemplo, la Suprema Corte Bonae-

rense -2007- en «Fisco de la Provincia
c/Cooperativa de Almaceneros Mino-

ristas»; csJ de Mendoza «Municipali-

daddela Capital c/Pellegrini» -2007=;
csSta. Fe: «Comisión de Fomento
de SantaIsabel» -2007-. Este debate
tambiénsedio y mantiene enla doctri-

na, pero su examen excedeloslímites

de este trabajo.

Por otro costado,la realidad muestra
que —en general-las provincias des-

de antaño vienen regulando la mate-

ria, por considerar que hace a su po-

testad ordinaria y no delegada, y que

podemos resumir en el argumento ad

maiori ad minus: quientiene poder pa-

ra creartributos en su jurisdicción tie-

ne la atribución de normar su forma

de extinción (vgr. prescripción). Aun-
quealgunasjurisdiccionesantela ju-

risprudencia de la csJN, decidieron

modificar sus normaslocales deter-



minando en concordanciaconlo esta-

blecido en elart. 4027 inc. 3 del Código

Civil -vgr. Chaco, San Juan—.

Otras, mantuvieronlos plazosde 5 y 10

años, en forma similar a la normativa

tributaria nacional(ley 11683), fijando
el término quinquenal paralos contri-

buyentesinscriptos y el decenal para

los nos inscriptos -Santa Fe, Neuquén,

Corrientes, Formosa y Salta—.

Porel contrario, Misionesy varios mu-

nicipios conservaron los 10 años sos-

teniendo la autonomía provincial en la

materia.

El Código Fiscal de nuestra Provincia

—título IX- exhibe algunasfacetas que

confirman la normativa de fondo, pero

en otrasla contradice.

En materia de plazos(efecto Filcrosa),

el art. 115 dispone que prescriben por

el transcurso de 5 años:a)las faculta-
desde la API para determinarlas obli-

gacionestributarias y para aplicar las

sancionesporinfracciones;b) la acción

de repetición, acreditación o compen-

sación; c) el cobro judicial de los gra-
vámenesy sus accesorios y multas por
infraccionestributarias; y d) la facul-
tad de la API para disponerde oficio la

devolución, acreditación o compensa-

ción de las sumasindebidamente abo-
nadas.Sin embargo, cuando se trate de

contribuyentes o responsables del im-

puesto sobrelos Ingresos Brutos, que

no sehallaren inscriptos antela API, las

facultades reseñadasena) prescriben

porel transcurso de 10 años.

Por otra parte, una vez determinado

el plazo, existen otros institutos vin-

culados que puedeninfluir (contrarios

a Filcrosa): el inicio de los términos y

las causales de suspensión e interrup-

ción. El art. 116 amplía los términos al

computarlos vgr. desde el 1* de ene-

ro siguiente al año al cual se refieren

las obligacionesfiscales; o en que ha-

ya tenido lugarla violación de los de-

beresformales o materiales conside-

rados como hecho u omisión punible.

Además, para determinados supues-

tos establece que los plazos del art.

115 no corren mientras los hechos im-
ponibles no hayan podido ser conoci-
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dos porla API. Por otro sendero, pre-

vé comocausal interruptiva la renun-

cia al término corrido de la prescrip-

ción en curso. Como también amplía

las de suspensión(art. 118) vgr. por 1
año: desdela fecha de notificación fe-
haciente de la intimación administra-
tiva de pagodetributos determinados,

cierta o presuntamente, con relación

a las acciones y poderes fiscales pa-

ra exigir el pago intimado;y, cuando

media un recurso, se prolongará hasta

180 días despuésdenotificada la re-

solución dictada en el mismo.

Expectativas ante el nuevo

Código Civil y Comercial

La legislación que entró a regir a partir

del 01/08/2015, restaura el debate al
enviar al ordenlocal (provincial, caBa

o municipal) a través de dos normas,

incluidas en el Libro Sexto - Disposi-

ciones Comunesa los Derechos per-

sonalesy reales —Título |- «Prescrip-

ción y caducidad»: Capítulo 1, Dispo-

siciones comunesa la prescripción

liberatoria y adquisitiva:
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SECCIÓN 1* Normasgenerales

ARTICULO 2532.- Ámbito de aplica-
ción. En ausencia de disposiciones

específicas, las normasdeeste Ca-

pítulo sonaplicablesa la prescripción

adquisitiva y liberatoria. Las legisla-

ciones locales podrán regular esta

última en cuantoal plazo detributos.

SECCIÓN 2 * Plazos
ARTICULO2560.- Plazo genérico. El

plazo de la prescripción es de cinco

años, excepto que esté previsto uno

diferente enla legislación local.

El cambio es palpable, para cap-

tarlo es importante conocerlos an-

tecedentes. El Poder Ejecutivo Na-

cional a través del decreto N* 191,
23/02/2011, creó la Comisión para la

Elaboración del Proyecto de Ley de

Reforma,Actualización y Unificación

de los Código Civil y Comercial de la

Nación,a los efectos de elaborar un

texto homogéneo.Fue integrada por

los Dres. Ricardo Luis Lorenzetti,

Elena Highton de Nolasco y Aída Ke-

melmajerde Carlucci; quienes eleva-

ron el Anteproyecto a consideración

del pen, el 27/03/2012, quelo estu:
por una comisión formadaen el Mi-

nisterio de Justicia y Derechos Hu-

manos,queintrodujo alguna modi

caciones. Mediante el mensaje N*884

del 07/06/2012, el Pen envía al Con-
greso Nacionalel Proyecto deley por

el cual se propuso la aprobación del

ccyc, que se integró con dos anexos y

con los fundamentose índice produ-

cidos por la Comisión redactora.

  

   

En lo que aquí interesa, destacamos

queel Anteproyecto no preveíala fa-

cultad de las legislacioneslocales de

regular plazos de prescripción para

los créditos fiscales —art. 2532, últi-
maparte-,; y aunque fijaba el plazo ge-

nérico en cinco años lo hacía «excepto

queesté previsto uno diferente» y no

comoahora expresael art. 2560in fi-

ne «exceptoque esté previsto uno dife-

rente enla legislación local». Por otro

lado,el Proyecto que el pen manda a

los legisladores en estos aspectos es

idéntico al Anteproyecto.Es decir, es-

tas variaciones o agregados fueron

efectuadas por el Poder Legislativo

Nacional.

El Congreso en su ámbito previó la

creación de una Comisión Bicameral,
en atención a la naturaleza y dimen-

sión de la obra de codificación, con

la función de examinarel Proyecto y

presentar el despachoprevioal pro-

cesolegislativo. Como dato adicional

es útil señalar que la Comisión Arbi-

tral del Convenio Multilateral, la Co-
misión Federal de Impuestos y admi-

nistracionestributarias provinciales y

municipales manifestaron ante dicha

Comisión su inquietud y preocupación

porla posible afectación de las auto-

nomías ante las graves consecuencias

financieras que acarrearía la reduc-

ción de los plazosdela prescripción li-

beratoria, así comolas necesidades de
quedar apartadosde las disposiciones

del ccyc.* En palabras de la senadora

Gimenezde Misiones debía acabarse
con el criterio de la Corte Suprema de

Justicia de la Nación por lesionar las

autonomías provinciales. La Bicame-

ral de las normas precedentemente

anotadas, eliminó un segundo párra-

fo del 2560 que disponía el plazo de

cinco años para las deudastributarias

nacionalesy locales.



Ante el visible giro de la decisión legis-

lativa, encontramos voces comola de

la Dra. Aída Kemelmajer de Carlucci,
que lo valora comoviolentandoel ré-

gimen único de prescripción para todo

el país. Otros, en cambio,queel legisla-

dor interpreta este tópico en el marco

de las facultades originariasy no dele-

gadasporlas provincias (art. 121 cn).

Cuanto menos no tenemos duda que

el legislador siguió el camino indicado

en el voto de la Dra. Argibay en el ca-

so «Casa Casmma S.A.», donde asevera
quees el Congresodela Naciónel lugar

para quelas jurisdiccioneslocales ha-

ganvaler sus fundamentospara deter-

minar plazos de prescripción diferen-

tes a los regulados por el Código Civil.

Ante lo normadoenlosartículos pre-

cedentementeanotados,hallamosin-

terrogantesque se van formulando y

enlas quese perfilan corrientes doc-

trinarias contrapuestas. Será la ju-

risprudencia las que los defina. Los

bosquejamosa continuación.

¿Es constitucionalla delegación efec-

tuada las legislaturas locales? Pa-

ra autores como Julio Viñas y Silvia

Palacio de Caeiro: las nuevas normas,
en puridad, no consagran una delega-

ción legislativa, supuesto queello tie-

ne lugar cuando el Congreso delega

facultades propias al Poderejecutivo

-art. 76 cN- sino quetienen el propó-

sito de precisar o delimitar el ámbi-

to de actuación de un instituto del De-
recho Civil, aspecto que, desde luego,

se inscribe dentro de la esfera de sus
atribuciones exclusivas,a la vez que

importa un reconocimiento auténtico

de las potestadeslocales paralegislar

las materias que integran su derecho

público. Indican queel actual codifica-

dor marca una claradivisoria entre el
Derecho Públicoy Privado, limitando

el ámbito de actuación de éste último a
las relaciones entabladasentre parti-

culares. En suma, que la pretensión de

someterlas relaciones de derecho pú-

blico comolosonlastributarias, a las

previsionesdel Derecho Privado, nun-

ca estuvo en mirasdel codificador, y

portanto carece de sustentojurídico.?

En cambio, para otros —Rodolfo R.
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Spisso, Pablo Revilla, Emilio Sarmien-

to“- respondencalificando como una

«delegación inconstitucional», razo-

nando queel Congreso dela Nación

no posee facultades para modificar

el reparto de competencias fijado en

nuestra Constitución. Advertimos que

parten de considerar como un expre-

so mandato constitucional, lo que en

realidad es una interpretación judicial

=«Filcrosa»-.

Otra pregunta que cabe hacerseessi

¿El envío a la legislación local parala

fijación del plazo, implica también la

regulación del comienzo de su cóm-

puto o las causales de suspensión e

interrupción? Aquí nuevamente, se re-

plican dos posturas. Una que podría-

mos denominar de índole amplia, en

razón de abarcarla temática en todas
sus derivaciones, entendiendo que es

el criterio que mejor se ajusta a una

hermenéutica sistemática de las nor-
mas involucradas, pensando que lo

contrario quiebra la unidad lógico-ju-

rídica del instituto al desmembraras-

pectos inseparables, y que incluso la

csynutiliza en «Ullate», merced al cual
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la potestad para regular los plazos de

prescripción comprendeladefijar las

causales de suspensión, interrupción

y su mododecontar.

Por otravía, localizamosla tesis res-
trictiva que abona una visiónliteral

del texto legal, viendo sólo una remi-

sión a los ámbitos locales para esta-

blecer «plazos». Asimismo, señalan

el artículo 2554 preceptúa la «Regla

General. El transcurso del plazo de

prescripción comienza en el día en

que la prestación es exigible»; sin

hacerreferencia alguna a los pode-

res locales.”

Otra cuestión a despejar, es si el nue-

vo régimenesaplicable a los térmi-

nos en curso al momentode entrada
en vigencia -01/08/2015-,o si ellos se

rigen por la ley derogada, es decir, el

art, 4027 inc. 3 acorde a la doctrina
«Filcrosa». En este sentido, una parte

entiende queenvirtud del art. 2537 la

actual legislación no sería de aplica-

ción, por lo que los plazos seguirán go-

bernadosporla ley anterior, con ajuste

a la citada doctrina.

Otro sector, argumenta que el art.

2537 es una norma de derecho tran-
sitorio que resuelve un conflicto susci-

tado entre la nuevaleyy la antigua que

regulan distintos plazos de prescrip-

ción para una mismarelación jurídica.

Pero que elinstituto bajo análisis no

plantea una pugnadeeseestilo, sen-

cillamente porque no es una nueva ley

que dispone un plazo de prescripción

diferente para las obligaciones tribu-

tarias locales. Subrayan queel ccyc al

remitir a las legislaciones locales no

hace másquereafirmarla vigencia de

los códigostributarios provinciales y

municipales,los que desde luego —in-

sisten— son preexistente al ccyc y por

ende, no sonleyes nuevas. En parale-

Lo, el art. 4027 inc 3 no esla «ley an-

tigua» que regulabael plazo de pres-

cripción de los deberestributarios lo-

cales, pues esta conclusión responde

a unainterpretación deltribunal cime-

ro, que carece de efectos erga omnes y

no deroga normaalguna. Porlo tanto,

salvo el caso de jurisdicciones que no

han regulado la materia, consideran

que procede la aplicación del régimen

tributario local vigente al momento del

nacimiento del gravamen,sin que pue-

da alegarse irretroactividad indebida

con afectación de derecho amparados

por garantías constitucional.

Jurisprudencia posterior
al Código Civil y Comercial

Han surgido dos precedentes, que in-

terpretan que la nueva codificación

contempla un reconocimiento de las

facultades que ya ostentabanlas pro-

vincias desde siempre y que se veían

imposibilitadas de ejercer porla juris-

prudencia de la csyn. En ambos ca-

sos, entienden que no sólo se recono-

ce la posibilidad de legislar el plazo

sino todos los demásatributos, agre-

gando queal no tratarse de una dele-

gación, comodijimos, sino de un re-

conocimientode algo preexistente, a

cualquier sentencia que no se encuen-

tre firme sele aplica la normativa sin

más. Seguidamente los reseñamos.

El primero, correspondeal Superior

Tribunal de la Ciudad Autónoma de
BuenosAires, que como más arriba lo



explicamos en el año 2003, en el caso

«Sociedad Italiana de Beneficencia» se

pronunció a favor de una postura que

no subordinael Derecho Tributario al

Código Civil, y por tanto sustentando

quelos gobiernoslocales gozaban de

la facultad de regular la prescripción

liberatoria en la materia en forma dis-

tinta, tanto enla fijación de plazos co-

moen sus otros aspectos. Sin embar-

go, decíamos que en el año 2013 en

«Marini, Osvaldo Oscar» terminó por

aceptarel criterio de «Filcrosa»: «...

porrespeto a la autoridad institucio-

nal del Alto Estrado y razones de eco-

nomía procesal (...) y, al menos,hasta
tanto pueda verse modificado elcrite-

rio judicial referido en el párrafo pre-

cedente,sealteren las regulaciones

contenidas en el Derecho Comúnen lo
que respectaal instituto de la pres-

cripción, se sancione por el Congreso

un Código Tributario Nacionalal que

puedan adherir en todos sus términos

y regulaciones los Estadoslocales, o

varíe la composición de la Corte Su-

prema de Justicia de la Nación» —del

voto del Dr. Casas-.

Enla actualidad, ante las nuevas nor-
mas que venimos comentando,se pro-

nuncia en forma unánimeenla cau-
sa «Fornaguera Sempe,Sara Stella y

otros c/ GCBA s/ otras demandas con-
tra la Aut. Administrativa s/ recurso
de inconstitucionalidad concedido»

-23/10/2015-.

El casollega puesel Gobierno de la

ciudad de BuenosAireslogra articular

una cuestión constitucional relaciona-
da conel ejercicio de sus potestades

para regularlo atinente a la prescrip-

ción del tributo local debatido. En la

instancia anterior, el a quo sostuvo que

si bien el Código Fiscal de la ciudad y

el CódigoCivil resultaban concordan-

tes al establecer el plazo quinquenal

de prescripción, la diferente mane-

ra en que la normalocal lo compu-

ta —-desdeel 1? de enero posterior al

día en que se produce el vencimiento

de los plazos generales parala pre-

sentación de declaraciones juradas

y/o ingreso del gravamen-, respecto

del modo en quelo prevé el código de

fondo —desde la fecha deltítulo de la
obligación-,llevaba a la conclusión de
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que debían aplicarse las disposiciones

de la leycivil. Por lo tanto, declaróla

prescripción de la deuda en concep-

to de alumbrado,barrido y limpieza,

porlos períodos 01 a 09 del año 1991

respecto del inmueblede los actores,

desde que el último de los vencimien-

tos reclamados —cuota 09- había sido
el 05/12/1991, y el inicio del juicio de

apremio,el 20/12/1996, es decir, que

habían transcurrido cinco (5) años de
conformidad con el modode calcular
establecido por el Código Civil.

El Superior Tribunal hace lugaral re-

cursode inconstitucionalidad deducido

por el Gobierno de la ciudad de Buenos

Airesy revocaelfallo apelado en cuan-

to declaró la prescripción de la deuda

debatida. En los fundamentosdel fa-
llo, merecendestacarselos siguientes:

El Dr. Osvaldo Casasdijo: «....el Con-

greso nacional introdujo el agregado

que, cabe decirlo, receptasin limita-

ciones la doctrina de la sentencia de
este Tribunal en la causa «Sociedadlta-
liana de Beneficencia» ya citada, dan-

do asíla respuesta institucional del
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Congreso de la Nación que formula

las precisioneslegislativas con enti-

dad para modificar la jurisprudencia

de la Corte federal quela jueza Car-

men M. Argibay reclamaraen la cau-

sa «Casmma». Remarca que indepen-

dientemente dela fecha de entrada en
vigencia del nuevoplexo, y de los as-

pectosde derechointertemporal; exis-

ten suficientes razonespara apartarse

de la jurisprudencia anterior sentada

porla csJN sobre esta materia. En «el

DerechoTributario la prescripción só-

lo puede encontrar su fundamento en

criterios objetivos y uniformes que den

satisfacción al principio de seguridad

jurídica. Ello se evidencia claramente

en el hechode queellegislador haya

querido tomar un parámetrouniforme

para determinar eldies a quo del pla-

zo prescriptible, teniendo en cuentala

naturalezadela relación jurídica tribu-

taria: relación de derecho público que

no nace porvoluntad de las partes en

ella implicadas, sino por la ocurren-

cia fáctica del presupuesto legal pre-

visto. // Para reforzar esta idea de la

necesidad de uniformidad en el cóm-
puto del plazo, frente a obligaciones

de masa comolas tributarias -por es-

tar referidas a universos más o menos
vastosde contribuyentes- en que debe

facilitarse la gestión recaudatoria del

Fisco, es corriente que en el derecho

comparado se adopten soluciones se-

mejantes a aquella a la que adscribe

la legislación local y federalde la Ar-

gentina. Valga recurrir, como ejemplo,

a la solución receptada por el Modelo

de Código Tributario para América La-

tina del Proyecto Tributación Conjunta

OEA-BID, elaborado en el año 1967 por

Rubens Gomesde Sousa(Brasil), Ra-
mónValdés Costa (Uruguay) y Carlos
M. Giuliani Fonrouge (Argentina) // En
igual sentido, comobien lo expresa el

catedrático alemánde la Universidad
de Bochum,Heinrich Wilhelm Kruse,

<La prescripción es una estricta pres-

cripción de calendario. No comienza ya

conel nacimiento de la pretensión, si-

no a partir del momento en que expira

el año en quela pretensión ha nacido,

o -en los Impuestos sobrela renta, el

Impuesto industrial y el Impuesto so-

bre el volumende ventas— con el trans-

cursodel año en queel sujeto pasivo

realiza la declaración del impuesto. El

resultado es que todoslos plazos de la

prescripción terminan unitariamente,

lo que eximea las Oficinas de Hacienda

de un control permanente delos pla-

zos de prescripción transcurridos»...».

El Dr. Luis Francisco Lozano agrega:

«En mi opinión el Congreso siempre ha

entendido que constituía una potestad

reservada por la provincias(cf. el art.

121 de la cn) la regulación de la pres-

cripción de la acción para determinar

y exigir el pago de los tributos locales

(...) Prueba de ello lo constituyela re-

gulación que ha hechodela prescrip-

ción respecto de aquellas obligaciones

tributarias regidas porla ley 11683 (cf.
el Capítulo VIII de esa ley), así como la

que hizo comolegislatura local con la

sancióndela ley 19489. El fundamen-

to centraldela tesis que sostengo, con

arreglo a la cual la regulación de la

prescripción tributaria corresponde a

las Provincias o a la Nación según cuál

sea la índole deltributo a que se refie-

ra, es quela Nación ha decidido regular,

en lo que aquí importa, fuera del Código

Civil la prescripción delostributos(...)
En ese marco,si hubiera regulado ac-



cionesde igual naturaleza cuando co-

rrespondenatributos provinciales ha-

bría venidoa violar la regla constitu-

cional segúnla cualla facultad delart.

75 inc. 12 de la Constitución Nacional
debe serejercida de modo uniforme en

todo elpaís. De ello se desprende que

si el Congreso decidió regular separa-

damentela prescripción paralos tribu-

tos nacionales es porque entendió que

la materia está fuera de los códigos de

fondo dejandoasílibrado a cada esta-

do provincial hacerlo del modo que es-

time más conveniente, respetando las

garantías constitucionales.»

«De acuerdo a cómo el Congreso ha

legislado —interpretandoel alcance y

sentido de los preceptos contenidos

en nuestra Constitución— ha queda-

do evidenciado que, contrariamente

a la tesis iusprivatista seguida por la

Corte, concierne al ámbito del dere-

cho público local legislar el régimen

de la prescripción en materia tributa-

ria, sin contrariar ello el art. 75 de la
cn. Esta concepción dela delegación

de facultadeslegislativas desarrolla-

das porel Congreso, tendiente a res-

guardarel régimen federal de compe-

tencias, resulta en todo conteste con el
principio autonómicode los entes lo-

cales —provincias, CABA y municipios—,

en cuanto poseen,dentro delas atri-

buciones reservadas parasí(art. 121

CN), la potestad de establecertributos
en sus respectivas jurisdicciones. Se

deriva de ello que el derecho público

local se encuentra facultado no solo

para establecer el modo de nacimien-

to de obligaciones tributarias dentro

de su territorio, sino también de dis-
ponerlos mediospara tornarlasefec-

tivas, definiendo sus respectivas for-

masdeextinción» (del voto dela Dra.
Inés M. Weinberg).

Por último, en similar sentido se ex-

pide el juzgado de primera instancia

en Lo civil, con competencia en ejecu-

ción fiscal, N* 2 de la ciudad de Cór-

doba, el 12/11/2015, en «Dirección de

Rentasdela Prov. de Córdoba c/Britos
Edmundo».Se inclina porla tesis ¡us

publicista, al considerar que la contro-

versia doctrinal se encuentra zanjada

con la reforma; que las provincias pue-

denfijar el plazo de prescripción; que
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ello implica poderlegislar sobreelini-

cio de modo de cómputo del mismoy
causales de suspensión e interrupción

y que las normasse aplican de manera

directa a todaslas situacionesjurídi-

cas, incluso las preexistentes (causas

judiciales no firmes o de periodosfis-

cales anterioresal 1? de agosto de es-

te año), pues considera el nuevo plexo

normativo como un reconocimiento de
unasituación jurídica que poseían las

provincias con anterioridad.

Reflexiones

El Código Civil y Comercial es noto-

rio que plantea un nuevo panorama

para las potestadesdelas legislatu-

ras locales en materia de prescrip-

ción tributaria.

El debate en relación a nuestra for-

ma de gobiernofederaltiene un lar-

go pasado, condistintos matices, tanto

en la doctrina como pretorianamente.

La Corte dela Nación a partir de 2003

consolidó la calificación de la pres-

cripción liberatoria como «legislación
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común» -contenida en el Código Civil-

en el marco delart. 75 inc. 12 de la
Constitución; en consecuencia, que le

está prohibido a las Provincias (Ciudad
Autónoma de BuenosAires y munici-

pios) regularel instituto, en cualquiera

de sus aspectos.

Esta doctrina,fue recibiendo la adhe-
sión de las Cortes y Tribunales loca-

les; como también de algunaslegis-

laciones. No obstante,lo cierto es que

tal interpretación aúndivide al país en

«seguidores de Filcrosa» o «contra-

rios a Filcrosa».

El Código aprobadoporla ley 26944,
y sin perjuicio de las construcciones

que la doctrina y la jurisprudencia

efectúen, hace una remisión explicita

a la normativa local. Así, entendemos
que la nueva redacción trae un quietus

legislativo que brinda previsibilidad.

Compartimoselcriterio de que,la de-

cisión legislativa reconoce queno for-

ma parte de las facultades delegadas

por aquellas a la Nación, la de normar

la formade extinción delas obligacio-

nestributarias (vgr. plazos y demásvi-
cisitudes o derivaciones).

Comopaís federal ambosniveles es-

tatales deben actuar en coordinación
de esfuerzosy funcionesdirigidos al

bien común general. Porello,las facul-

tadeslocales, por importantesy res-

petables que sean, no pueden condu-

cirse o efectuar distingos irrazonables

al normareste instituto.

Tal vez sea hora de que confiemosen el

sistema que, como Estadofederal, las

provinciastienen injerencia en todo el

espectrode facultades no delegadas al

Estado nacional,teniendo en miras que

los jueces son salvaguardade aquellos

casos en que, eventualmente,se lleve

la regulación a extremosarrolladores

de derechosdeloshabitantes. Sin per-

juicio de ello, resta versi la nueva nor-

mativa implica para la csJN un cambio

de su jurisprudencia, o bien reputa in-

constitucional la misma. m
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